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537 RESOLUCIÓN de 25 de noviembre de 1999, de la Dirección
General de Agricultura, por la que se reconoce como Orga-
nización de Productores de Frutas y Hortalizas, conforme
al artículo 11 del Reglamento (CE) número 2200/96, del
Consejo de 28 de octubre, a la «Sociedad Cooperativa Agra-
ria Manchega de la Almendra», de Villamalea (Albacete).

La «Sociedad Cooperativa Agraria Manchega de la Almendra», de Villa-
malea (Albacete) cuyo ámbito de actuación es superior al de una Comu-
nidad Autónoma, fue reconocida como Organización de Productores de
Frutas y Hortalizas según el Reglamento (CEE) número 1035/72, el 1 de
abril de 1992. Esta entidad ha solicitado el reconocimiento como Orga-
nización de Productores de Frutas y Hortalizas, según lo establecido en
el artículo 11 del Reglamento (CE) número 2200/96, del Consejo de 28
de octubre y la Orden de 30 de abril de 1997.

Considerando que cumple con las condiciones exigidas en la normativa
que regula el reconocimiento de estas Organizaciones, resuelvo:

Primero.—Conceder el reconocimiento como Organización de Produc-
tores de Frutas y Hortalizas, conforme a lo establecido en el artículo 11
del Reglamento (CE) número 2200/96, del Consejo de 28 de octubre de 1996
y la Orden de 30 de abril de 1997, para la categoría VI (Frutos de Cáscara)
a la «Sociedad Cooperativa Agraria Manchega de la Almendra», de Villa-
malea (Albacete).

Segundo.—Que se inscriba en el Registro de Organizaciones de Pro-
ductores de Frutas y Hortalizas, a la «Sociedad Cooperativa Agraria Man-
chega de la Almendra», de Villamalea (Albacete) para la categoría VI (Frutos
de Cáscara), asignándole el número 305.

Tercero.—Que se continúen asignando, hasta su expiración, como dere-
cho adquiridos, las ayudas contempladas en el artículo 14 del Reglamento
(CEE) número 1035/72 en aplicación del artículo 53 del Reglamento (CE)
número 2200/96.

Madrid, 25 de noviembre de 1999.—El Director general, Rafael Milán
Díez.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

538 ORDEN de 5 de enero de 2000 por la que se regula la con-
cesión de subvenciones de la Administración General del
Estado a la suscripción de los seguros incluidos en el Plan
de Seguros Agrarios Combinados para el año 2000.

La Ley 87/1978, de 28 de diciembre, de Seguros Agrarios Combinados,
y el Real Decreto 2329/1979, de 14 de septiembre, por el que se aprueba
el Reglamento para la aplicación de dicha Ley, contienen los aspectos
generales a tener en cuenta en la concesión de subvenciones a la suscripción
de los seguros agrarios combinados.

El Plan de Seguros Agrarios para el año 2000, aprobado por Acuerdo
de Consejo de Ministros, de 3 de diciembre de 1999, determina en su
apartado octavo los distintos porcentajes de subvención que corresponde
aplicar.

La concesión de subvenciones por parte de la Administración General
del Estado al coste de las primas que corresponde pagar a los asegurados
que se acojan al Sistema de Seguros Agrarios Combinados se considera
como un instrumento básico en el desarrollo de la política de ordenación
agraria. Por esta razón, y para asegurar su eficacia y la igualdad en la
asignación de los beneficios, dichas subvenciones han de ser gestionadas
de modo centralizado.

En el Plan de Seguros Agrarios Combinados de 2000 se contemplan
los criterios de preferencia, en la asignación de subvenciones, establecidos
en la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de Explotaciones Agra-
rias, y, asimismo, se atiende a la importante función que las Organizaciones
Comunes de Mercado (OCM) conceden a las organizaciones de productores.

En su virtud, por iniciativa de la Dirección General de Seguros y de
la Entidad Estatal de Seguros Agrarios, y a propuesta conjunta del Vice-

presidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda y
del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

La Entidad Estatal de Seguros Agrarios (en adelante, ENESA) con-
cederá subvenciones al pago de las primas de los asegurados que suscriban
los seguros correspondientes a las líneas que se incluyen en el Plan de
Seguros Agrarios para el año 2000, y cuyas pólizas, bases técnicas y tarifas
cumplan la legislación vigente en materia de seguros privados, en general,
y de seguros agrarios combinados, en especial, y hayan sido supervisadas
por el Ministerio de Economía y Hacienda, con arreglo a lo previsto en
dicha legislación.

Las subvenciones se concederán con cargo a la partida presupuestaria
21.207.719A.471.

Las subvenciones establecidas en la presente Orden no serán de apli-
cación en las pólizas de seguros contratadas por asegurados que tengan
la consideración de Administraciones Públicas, de acuerdo con el artículo 2
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos de la presente Orden, se entiende por:

Agricultor profesional: Persona física titular de una explotación agraria,
que obtenga, al menos, el 50 por 100 de su renta total de actividades
agrarias u otras actividades complementarias, siempre y cuando la parte
de renta procedente directamente de la actividad agraria realizada en su
explotación no sea inferior al 25 por 100 de su renta total y el tiempo
de trabajo dedicado a actividades agrarias o complementarias sea superior
a la mitad de su tiempo de trabajo.

A estos efectos, el concepto de renta total es el establecido en el ar-
tículo 5 de la Orden de 13 de diciembre de 1995, por la que se desarrolla
el artículo 16 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las
Explotaciones Agrarias.

Asimismo, se consideran actividades complementarias la participación
y presencia del titular, como consecuencia de elección pública, en ins-
tituciones de carácter representativo, así como en órganos de represen-
tación de carácter sindical, cooperativo o profesional, siempre que éstos
se hallen vinculados al sector agrario; las de transformación y venta directa
de los productos de su explotación y las relacionadas con la conservación
del espacio natural y protección del medio ambiente, al igual que las turís-
ticas, cinegéticas y artesanales realizadas en su explotación.

A efectos de esta definición, se tendrá en cuenta lo que, sobre Agri-
cultores profesionales en la Comunidad Autónoma de Canarias, establece
la disposición adicional quinta de la Ley 19/1995, de 4 de julio.

Titular de explotación prioritaria: Persona física o jurídica que ejerce
la actividad agraria, organizando los bienes y derechos integrantes de la
explotación con criterios empresariales, y asumiendo los riesgos y res-
ponsabilidades civil, social y fiscal que puedan derivarse de la gestión
de su explotación, y ésta se encuentre calificada como prioritaria según
lo establecido en la Ley 19/1995, de 4 de julio.

Socio de organización de productores: Persona física o jurídica inte-
grada en una organización de productores que esté constituida al amparo
de lo dispuesto en los Reglamentos comunitarios por los que se regulan
las OCM. No tienen esta consideración las Agrupaciones de Productores
Agrarios constituidas de conformidad con el Reglamento (CEE) 952/97,
del Consejo, de 20 de mayo.

A los efectos de la aplicación de los porcentajes de subvención esta-
blecidos en el artículo 4.1.3 de la presente Orden, también tendrán la
consideración de Agricultor profesional, titular de explotación prioritaria
o socio de organizaciones de productores aquellos asegurados que, siendo
personas jurídicas o comunidades de bienes, al menos, el 50 por 100 de
sus socios o comuneros cumplan, a título individual, los requisitos ante-
riormente establecidos, y la producción asegurada correspondiente a los
mismos sea, al menos, el 50 por 100 de la total asegurada, debiendo estar
esta producción en una misma declaración de seguro.

Si dicha persona jurídica es una sociedad se requerirá, además, que
tenga como objeto exclusivo el ejercicio de la actividad agraria en la explo-
tación de la que es titular y que las participaciones o acciones de sus
socios sean nominativas.


